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de la acción de ejecución de las Sentencias, en las que basa su derecho
el actor. aplicando al respecto precisamente la tesis que la Sala de lo
Social del Tribunal Supremo había mantenido en un recurso de interes
de ley, de aplicación del plazo de un año establecido por el Estatuto de
los Trabajudores. Hemos de ver si esa doctrina, y la consecuente
consideración de que las 3(:cíones estaban prescritas por h;;¡ber dejado el
actor lfJn5Currir más de un año desde el monlcnto de notificación de las
Sentencias y el momento en que solicitó su ejecución, contradicen la
doctrina mantenida por el propio ó'Jano judiciaL o lo establecido por
el Tribunal Supremo en Sentencia dIctada en interés de Ley.

3. Tienen razón el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal
cuando afirman en sus escritos de alegaciones que las Sentencias que en
la demanda se invocan no se refieren al tema del plazo de prescripción
de la acción ejecutiva, sino al tema del momento en que se inicia el plazo
para solicitar del FOGASA el abono de los créditos laborales insatisfe·
chos, que segun esas decisiones judiciales invocadas es el momento de
la declaración de insolvencia en el correspondiente proceso de ejecución,
Esa doctrina dei cómputo del plazo de prescripción desde el momento
de la dcdaración de insolvencia se refiere á ejercicio de acciones no
prescritas, y, desde luego. toma como premisa la aplicación del plazo de
un aúo del art. 59,2 E.T., que es Jo que se discutia en el recurso de
suplicación,

Con referencia a la Sentencia en interés de ley de la Sala Sexta del
Tribunal Supremo, de 21 de abril de 1988, la falta de identidad del tema
resucIto es aün más manifiesta, pues se trata de un recurso de interés de
ley interpuesto por el tvlinisterio Fiscal contra la Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Central de Trabajo de 21 de mayo de 1987, por
estimar errónea o dañosa la doctrina en ella sentada relativa a la
apllcadon en el tiempo de la reforma del art. 33 E.T. por la Ley de 2
de a~osto de 1984, para u~ caso de un despido 'pr~ducido con
amcnoridad a la entrada en ....Igor de la ley, pero cuyo inCIdente .de no
readmisión se produjo ya ....igente la norma. la Sala de lo SOCial del
Tribunal Supremo estimó el recurso y fijó como doctrina legal proce·
dente la de que

<~Para determinar la aplicación de la reforma introducida
por la Ley de 2 de agosto de 1984 en el art. 33 del ET. de JO
de marzo de 1980 debe atend~rse, no a la fecha en que se
produjo el despido o acto extintivo de la pertinente en fase de
ejecución en incidente de no readmisión, sino a la fecha en
que se declaró la insolvencia del empresario pues es dicha
declaración la que hace recaer la frsponsabilidad sustitutoria
sobre el Fondo de Garantía Salaria]». '

Sala Primera. Se11lencia 95/1991. de 7 de mapo. Recurso de
amparo electoral 902/199J. «Centro Progresista» contra
R{'soluGÍón de la Junta Electoral de Zona de Jfarhella
dmegando la proclamación de candidatura electoral. Vul·
ncración de los arts. 23.2 v 24, J c.E.: Suhsanabilidad de las
irregularidades obsenadas.

l<J Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Mon y
González-Rcgueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra. Magistra­
dos: ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral mimo 902/1991, promovido por
don Miguel Angel Jimcnez Camarena, corno representante de la
candidatura en Estepona (Málaga) del partido político «Centro Progre·
si sta». por medio de la Procuradora de los Tribunales doña Isabel
Fernjndu Criado Bedoya y asistido del Abogado don Francisco Villores
de la Torre. respcclO de la Resolución de la Junta Electoral de Zona de
MmbelJa en la que se deniega la proclamación de dicha candidatura y
en relación con la posterior Sentencia de la Sala de lo Contencioso­
Adm¡ní~lrati\"o del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en
Mrilaga. de 2 de mayo de 1991. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha
sido Poneme el Magistrado don Francisco Tomás v Valiente. Presidente
de es1e Tribunal, quien expresa el parecer de la Sala,

l. Antecedentes

1. El 3 de- mayo de 1991. tuvo entrada en e!'le Tribunal un escrito
presentado por la Procuradora de los Tribunales doña Isabel Fernández
Criado Bcdoya en nomhre de don Miguel Angel Jirnénez Camarena,

la' doctrina legal procedente que fija esta Sentencia del Tribunal
Supremo se limita a esta declaración, respecto a un supuesto totalmente
distinto, el de la aplicación en el tiempu de una reforma legal, doctrina
que en modo alg.uno es contradicha o desconocida por la Sentencia aquí
impugnada. Aún más los fundamentos de la S~ntcnc¡a impugnada
recogen y asumen los fundamentos de esa Sentencia del Tribunal
Supremo en interés de ley en el sentiao de que aunque la conditio iuris
de la obligación del Fondo y del derecho a obtener del mismo el pago
del crédito laboral insatisfecho es una resolución judicial que declare la
insolvencia del empresario en el correspondiente proceso de ejecución,
esa responsabilidad subsidiaria exige también la actualidad del crédito
frente al deudor principal. Si ha prescrito la deuda principal se deduce
claramente de la Sentencia del Tribunal Supremo, no podrá constituirse
la obligación a cargo del FOGASA, que como instrumento de garantía
de créditos laborales ajenos actúa en sustitución del empresario insol·
vente y en relación por ello a créditos no prescritos.

No existe pues ninguna resolución judicial que haya afirmado que
aun prescrita la acción principal, al solicitarse posteriormente su
ejecudón y declararse la insolvencia, el posterior Auto de insolvencia
reavive frcnte al Fondo una acción ya prescrita, que es lo que pretende
el recurrente, Por consiguiente la Sentencia aquí impugnada no ha
incurrido en modo alguno en una desigualdad en la aplicación de la Ley,
en rclación con decisiones antcriores de! propio órgano judicial, ni ha
desconocido la doctrina establecida por el Tribunal Supremo en
Sentencia en interés de ley, sea cual sea la relevancia constitucional que
ese desconocimiento hubiera podido tener. Lo que necesariamente
conduce a la desestimación del presente recurso,

fALLO

En antención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, I'OR LA
AUTORIDAD QL1E LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
EsPAÑOLA.

Ha decidido:

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Bolctin Oficial del EstadQ»),

Dado en Madrid, a seis de mayo de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Rubio Llorente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodri­
guel-Piilero y Bravo-Ferrer.-Alvaro Rodríguez 8ereljo,-Firmados y
ru bricados.

representante en Estepona (Málaga) del partido político «Centro Progre­
sistm), por el Que se interpone recurso de amparo contra la Resolución
de la Junta Electoral de Zona de MarbelJu, de fecha 29 de abril de 1991,
que acuerda denegar la proclamación de dicha candidatura y contra la
posterior Sentencia de la Sala de· lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en Málaga, de 2 de mayo
de 1991, que desestima el recurso interpuesto contra la misma.

2. Del examen de la demanda 'f de la documentación que a ella se
adjunta o bien consta en las actuaCIOnes, se desprende la existencia de
los siguientes hechos:

a) Dentro del plazo legalmente prcvisto, el panido politico «Centro
Progresista») presentó ante la Junta Electoral de Zona de Marbella una
lista de candidatos a las elecciones municipales en Estepona. El 29 de
abril de 1991, la indicada Administración Electoral resolvió no procla­
mar esta candidatura por haber renunciado cinco de los candidatos y, en
consecuencia, no cubrir la lista el número de concejales a elegir. Tras
personarse el representante de la candidatura y ahora recurrente en
amparo ese mismo día ante la Junta y ser advenido del contenido de
este Acuerdo, denunció que no había recibido en momento alguno
notificación o comunicación de estas renuncias, por lo Que no pudo
subsanarse oportunamente esa irregularidad.

b) Interpuesto recurso contra la denegación de la proclamación
dr la candidatura el dia 30 siguiente y al amparo de lo dispuesto en
el art. 49 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General (en
adelante, LO.R.E.G.), la Sala dc lo Contencioso·Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en Málaga, por Sentencia de
2 de mayo de 1991, desestimó dicho recurso y resolvió confirmar la
Resolución de la A.dministración Electoral recurrida, A juicio de la Sala,
quc no entró a resolver el fondo del asunto, no se habían presentado
alegaciones ni medios de prueba suficientes por la parte recurrente, tal
y como dispone el inciso final del an. 49.1 de la L.O.KE.G., que
permitieran determinar si la Junta Electoral de Zona habia infringido el
ordenamiento jurídico en materia de proclólmación de candidaturas.

3, El demandante de amparoenticndf" Que tanto la resolución de la
Junta Electoral de Zona de Marbella como la Sentencia recaída ante el
órgano judicial de referencia vulneran, respectivamente, dos de sus
derechos fundamentales:

"
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a~ La Sentencia impugnada i~nora su derecho a la tutela judicial
efectl \'3 (a':1- 24.1 de la ConstituCión). puesto que no se pronuncia de
forn~a ,motivada sobre d, fondo del asunto, ni enjuicia la pretensión que
motivo el recurso en virtud de dos razones procedirnentales que no
puC'd~'~ ser eOJ.!lpartidas; así, se dice en ella que no se han presentado
alcga~!ones.s~t>lc:'entes y no se ha aportado medio alguno de prueba que
pernllta enJUIciar los hechos. pero «(dado lo rcdu('ido de los plazos» en
el recurso contra proclamación de candidatos.~y la falta de complejidad
de los hechos objeto del debate. esta afirmación no puede aceptarse.

De ('stc modo. en el escrito que ini¡;:íó el proceso quedaba claro que
s~ había dC.l1C'g..'ldo ~a proclamación de la candidatura por la renuncia de
cmco canl.hdatos, S10 que la Junta Electoral comunicara previamente al
repn?s\~ntante de la candidatura que se habían producido esas renuncías,
djndole ocasión para «subsanar esta deficiencia sohrevenida. sustitu­
yendo a los candidatos renunciantes»; se alegó. además. lo dispuesto en
el art. 48.1 de la L.O.R.E.G., relativo a la posibilidad de modificar las
(:andidaturas por la renuncia del titular en el trámite de subsanación
pn:visto en el art. 46.2 de la misma Ley. Considera el rC'currente que las
alegaciones anteriores cron suficientes para dispensar la tutela judicial
que se reclamaba.

En cuanto a la supuesta falta de ::lportación dc medios de prueba
debe. sin duda, la Sala querer referirse a la prueba de los hechos y n¿
del derecho. mas es patente quc los hec:hos no se aportaron porque «o
eran notorios o negativos o fácilmente comprobables por el Tribunal»;
de S~l('rte que deviene una «prueba diabólica» la prueba de un hecho
ncgatiyo: Las renuncias de cinco candidatos que no fueron notificadas
al representante de la candidatura: )' «¿cómo puede probar el recurrente
que no hubo notificación?». Por el contrario, hubiera bastado a la Sala
con consultar el «Boletín Oficial de la Provincia de Málaga» v constatar
yue no se publicó el pasado 29 de abril la lista de la candidatura
n..'carrente entrc las proclam2das. Sin embargo. la Scntencía se dictó el
mismo día que la providencia en la que se tUYO por presentado el
rc~'urso y, aunque el art. 49, I de la LO.R.E.G. «no hace alusión a
llami!e alguno, resulta indudable, según la doctrina más autorizada,
tener a la "ista el expediente. por lo que deberá recabarse de la Junta
Ekc.lf1ra.1 su. enyio ('on la urg~n~ia dehida y la tutela judicial exige dar
Judl\?"nna, slqul,;:ra sea por veinticuatro horas a los ímercsaJos»; y nada
d~ esto ocurnó en el proceso que culmina con la Sentencia recurrida.

,b). En lo ~tinenje a la lunta, Electoral de Zona de MarbeHa. y,
~nJulCli1ndo pnmcromcotc la cuestión desde un punto de vista procedi·
lN·ntal. cicrtamente el arto 46.3 de la L.O.R.E.G. dice que las listas
'.kl"cn incluir tantos caoJidatos como cargos <i elegir, pero lo que no dice
c:) que ID. falta de alguno de ellos deba determinar la nulidad radical de
la candidatura en vez de configurar una simplr irregularidad subsanable.
Esta segunda posición viene abonada por el contenido del arto 48.1 de
la LC')'. precepto que permite cubrir las bajas ocasionadas en las
candidaturas por la renuncia de los tituh¡res, si se producen durante el
prriodo de subsanación que en el arto 47.2 se contempla. Pero claro está,
par,:¡ todo ello, la Administración Electoral debe comunicar esas renun­
cias al reprcsentante de la candidatura.

Si analizamos el litigio desde un punto de vista sustantivo. es no
menos cierto que debe presentan.e ante las Juntas Electorales una
declarJ.ción jurada de los candidatos por la cual acepte su inclusión en
la lista l'l~ctoral, pero esto no impide su posterior renuncia. a la luz de
lo estabiecido en el citado arto 48.1 de la LO.R.E.G.. Ahora bien, el
derecho de los candidatos a retirarse de una candidatura no puede
rcdundar cn la exclusión del derecho fundamental recogido en el arto
23.1 de la Constitución del resto de los candidatos a concurrir a las
elecciones locales.

En virtud de lo expuesto, el recun:ente solicita que se otorgue el
amparo y se anulen ambas resolUCIOnes Impugnadas por la «vulneración
de 1,)$ arts. 23 y ;~ de la Constitución y que se proclame la candidatura
cuya rroclamaclOn se denegó, tras sustituir a los candidatos que
renunciaron».

4. Por diligellcia de ordenación de la Sala Primera del Tribunal
Constitucional. de fecha 3 de mayo de 1991, se dispuso: a) tener por
recibido el precedeme escrito de interposición del recurso de amparo'
b) según lo dispuesto en el arto 3 del Acuerdo de este Tribunal de 23 d~
mayo de 1986 sobre normas de tramitación del recurso de amparo
previsto e~ el ar.1. 49,3 de la L.O.R.E.G.. recabar del órgano judicial de
procedcnna el mJ1:'1cdiato envío dc las actuaciones correspondientes,
mclUldas las segUidas ante la Junta Electoral de Zona, así corno
requerirle atentamente para que emplazase a quienes fueron parte en el
proceso ordinario. con excepción del recurrente. por si deseahan
pers{\nar~e en el plazo de dos dias en este proceso constitucional v
formular al tiempo las alegaciones que estimasen pcrtinentes;
c) conceder un plazo de un diól a la Procuradora señora Fernández
C:r,iado Bedúya, para que presentase t:l poder que acredite su representa­
Clon y firmase el recurso; d) dar vísta de la demanda al Ministerio
Fiscal, pilra que en el plazo de un día efcctuase las alegaciones
correspondientes. El mismo día 3, la mencionada Procuradora satisfizo
C'1 reql1erimirnto de la Sala y acreditó la representación que ostenta así
como firmó el escrito de demanda. '

5. Mediante esento de alegaciones registrado el día 4 sie.uiente. el
Ministerio Fiscal interesa de este Tribunal que otorgue el amparo que
se solicita. por considerar que han resultado vulnerados ambos derechos
fundamentales deducidos en amparo, de acuerdo con los razonamientos
que a continuación se exponen.

la Sentencia impugnada funda la desestimación del recurso en no
haberse presentado alegaciones ni medios de prueba con el escrito de
interposición del recurso contra el Acuerdo de proclamación de candida­
turas y de exclusión de la que representa el recurrente. Empero el
Ministerio Público entiende que si hubo una alegación fundamental en
la demanda: la afirmación de que el defecto por el que se excluvó la
c::lndidatura era de naturaleza subsanable y la pretensión consecuen'te de
que se permitiera su subsanación, Y tiene razón el recurrente cuando
asevera que es una prueba diaoólica la acreditación de un hecho
negativo cual es la falUl de comunicación de la renuncia de cinco
candidatos. Hay, pues., una incongruencia omisiva que lesiona el
derecho a la tUlela judicial efectiva del demandante.

En principio -se afirma-, cuanto antecede deberia bastar para
otorgar el amparo, pero. dado el carácter urgente del procedimiento
e1cetoraL es preciso entrar a resolver también la tacha de lesión
constitucional imputada a la Junta Electoral. Se achaca al Acue¡do de
ésta, el haber sido dictado sin advertir previamente al representante de
la candidatura el defec.o apreciado, es decir, la insuficiencia de los
candidatos respecto dd número de concejales a elegir (art. 46.3 de
la L.O.R.E,G.), con la finalidad de permitir su subsanación. La cuestión
es dilucidar el caracter subsanable o no de este defecto, Y la respuesta
u esta pregunta se obti~ne con facilidad del texto de los arts, 47.2 y 48.1
de la L.O.R.E.G.. donde- se prevé: Por una parte. que las Juntas
Electorales deben cflmunicar de oficio a los reprcs~nt¡1nt('s de las
candidaturas las irrrgularidades apreci,tdas en ellas en el plazo de dos
días. después de su publicarión, con rI fin de permitir su sl.lhsanación en
el pl~zo de cuarenta y ocho horas (ar1. 47.2); y. por utra, que las
candidaturas pueden ser modificadas en dicho plazo de subsanación,
entre otras causas, pur la renuncia de sus titulares (<'in. 48.1 l. Los
anteriores preceptos permiten concluir que la Ley electoral facilita la
subsanación dc cualesquiera irregularidades de las candidaturas en el
plazo indicado y, para ello. es prcciso que las Juntas Electorales
adviertan de su presencia. a(ÍYcnencia que no se hizo en el presente
supuesto, impidiendo la subsanación dd defccto como era.. sin duda. la
voluntad manifiesta del partido pohtleo de referencia y se hace evidente
por el hecho de haber }Jre\entado cínco nuevos ¡;:andidatos para
C'omplet::lr la list~ ('O el momento de in1l'rponer la demanda contcncioso­
administrativa, Todo ello sin perjuicio de lo que resulte después de
remitirse las actu:.l\.'Íont::> por el órgano judiciJl de procedencia.

11. Fundamentos jurídicos

1, El demandante de amparo denuncia en sede constitucional la
lesión de do:) derechos fundamentales: El comprendido cn el art. 23.1 de
la Constitución, por lo que respecta a la resolución de la Junta Electoral
de Zona de Maroclla que dispuso denegar la proclamación de la
candidatura del partido político «Centro Progresista» a las elreciones
municipales de Estepona, en virtud de no incluirse en eHa tantos
candidatos como cargos a elegir y, además, tres candidatos· suplentes
(art. 46.3 de la LO.R..E.G.), pues estc acuerdo fue adoptado -se dice­
sin advertir de oficio al representante de la candidatura de tal irregulari­
dad ní concederle ocasión para la subsanación en trámite del arto 47.2
de la misma Ley; y, en segundo lugar, la tutela judicial efecti va (art. 24.1
de la C'onstitucíóll) puesto que la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Supcríor de Justicia de Andalucía. en Sentencia de 2 de
mayo de 1991. no entró a rcsolver el fondo del asunto, esgrimiendo dos
objeciones de caracter procedimental cuales son que no se habian
presentado alegaciones al tiempo de interponer el recurso prevenido en
el arto 49.1 de la LOREG ní aportado medio alguno de prueba;
objeciones de un carácter ex:ce'il'vamente formalista y que además 00 se
corresponden con lo realmente acaecido ni con la medida de la
diligencia procesalmente exigible.

La presencia de las !cl>iones constitucionales expuestas se comparte,
sustancialmente. por el Ministerio Fiscal en trámite de alegaciones.

2.. Pues bien, así singularizado el ohieto del amparo, la transgresión
del dcrecho fundamental recogido en el art. 23.2 de la Constitución por
la resolución dictada por la Junta E!ect0ral de Zona resulta evidente a
la luz de la normati\'a del.'toral vigente )' de reiterada junsprudcncia de
este Tribunal Constiwcíon<lL Oc este modo. la presencia de irregularida­
des subsanables en las candidaturas presentadas debe ser advertida y
comunicada de ofiL'io por las Juntas Electorales a los representantes de
las mismas, con la finalidad d:: conceder ocasión para su subsanación en
el plazo de cuarenta y ocho horas. segun se desprende con rotundidad
del art. 47.2 de la L.O.R.E.G. y ha sido ya razonado por este Tribunal
en las SSTC 73/19S6, fundamento jurídico l.0; 59/1987. fundamento
jurídico 4.°, y 78/1987. fundamento juridico 3,° Los def('ctos t'n su día
subsanables no devienen definitivos a causa de la indebida omisión de
estc proceder por la Administración Electoral correspondicnte~ y no es
ocioso recordar que, en trámite del citadfl arto 47.2, no cabe la distinción
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entre meras <árregularidades», y defectos «sustantiyos» a efectos de su
posible reparaclón (STC 59/1987, 4.°). Esta es, por lo demás, la
condm.ión que se desprende no sólo del contenido esencial del derecho
fundamental controvertido y de una interpretación favorable a su
ejC'fcicio, sino también de los propios preceptos dt' la Ley electoral. pues
en el ano 48.2 de la L.ü.KE.G. se dispone que las candidaturas
presentadas pueden ser modificadas en el trámite de subsanación
prnisto en el citado an, 47.1, entre otras causas. por la renuncia de los
titulares.

Sin embargo. en el caso que nos ocupa, consta en la primera Acta de
la Juma Electoral de Zona. de fecha 25 de abril de J991, la renuncia del
candidato que encabezaba la lista, pero no que se le comunicara
oportun¡lllleme al representante de Ja candidatura de forma que éste
quedJra enterado de ella. Con posterioridad. las sucesivas renuncias de
otros cuatro candidatos mediante su comparecencia ante la Junta,
tampoco le fueron advertidas convenientemente al representante. quien,
sorprendentemente, descubrió más tarde, el día 29, que la candidatura
no era proclamada en la segunda reunión de la Junta. sin que hubiera
figuraC10 entre las que poseían irregularidades en la primera ni tuviera
ocasión real para Ja reparación. En la medida en que la Junta ElectoraJ
de Zona de referencia obró de este modo, vulneró el derecho de acceso
al cargo publico (art. 23.2 de la Constitución) de los candidatos
micmbr('s de esta candidatura no proclamada y en cuyo nombre actúa
el representante de la misma.

3. De igual manera resultó también vulnerado el derecho a la tutela
judicial efectiva (arto 24.1 de Ja Constitución), a causa de la resolución
judicial impugnada, que deniega entrar a resolver eJ fondo del asunto y
satisfacer Ja pretensión que en el proceso colltenC'ioso·administrativo se
deducía ('n virtud de dos objeciones pf(lc~salcs que no pueden ser
admitidas.

No es cicfto que no se presentaran alegaciones por la parte
rccurrcnh:, porque -como denuncia el recum?n!e y resalta de forma
coincidente el i\1inisterio Físcal- es patente, pese a la concisión del
escrito. que, cuando menos, hubo una alegación principal y de carácter
suficiente en la demanda: L1 afirmación de- que no se proclamó Ja
candidatura por un defecto subsanable, sin que se adYirtiera de oficio a
k: partc su prc~cncja y se diera oportunidad para su reparación; y queda,
adcmús, liereditado en lJ documentaóón que se adjunta a la demanda
que en el r('curso contencioso se invocó el arto 48 de la LO.R.E.G.

Y. con ma\or relc'vancia si cabe, no pue:de: razonablemente soste­
ncrse -como hizo la Sala de procedencia- que el actor no aportó medio
alguno d(' prucba. En este sentldo. tiene razón el recurrente cuando dice
que no rl'Jcdc exigirse a los justiciables la prueba de hechos negativos,
y qUé ditlcihnente cstaha en la mano del fepreY.:'ntantc de la candidatura
acrcdltar qU(~ no se le comunicó oportllname~te la irregularidad que
Ilc"ó íl la no proclamación de la lista. Por otro parte, los hechos estaban
suficicntemt.:nte claros en el escrito del recurso por su misma sencillez
y falta de romplejidad. Y la Sala debió de oficio comprobar. primero,
en el ~(Bolttín Oficial)} de la provincia si la candidatura afectada no se
encontrnha l~r,trc las proclamadas)' cotejar, mas tarde, en el expediente
administrativo si efectivamente el defech1 sobrevenido en la candidatura

Sala Primera. Sentencia 96/1991, de 9 de maFO. Recurso de
ampqro 895/1988. COn/m AlUo del Tribirnal Supremo
r('caldo en recurso de casac/{Jn. Vulneración de la lUIda
judicial ((ectiva: Derecho a los recursos.

La. SJla PriJ!lcra del, Tribunal. Constitucional, compuesta por don
F.ranc!sco Toma!> y Vahente, PreSidente; don Fernando GarcÍ:¡·Mon y
C,onzaJcz-H.cgueral, don C:¡rlos de Ja Vega Ben3vas. don Jesús Leguma
\'ill~L don Luis Lópcz Guerra y don Vicente Giñleno Sendra. r-,'1agistra­
dos, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el rccurs? de amparo núm. 89511988, interpuesto por la Procura­
dora de los Tribunales dona r-,·Jarfa José ;\1111án Valero. en nombre v
reprcscnt<:ción de don Eusebio Goni Elizalde. baio la dirección letrada
de don Tomas Urzainqui Mina, contra el Auto je la Sala Primera del
Tribunal Supremo de 20 de abril de 1988. Han comparecido el
MlI1lStcrio Fiscal ye1 Procurador don José de Murga Rodríguez. éste en
nombre y representación de dona Pilar !\íeJ1COS del Arco. bajo la
dlfi.~('ción letrada de don Carlos Tamburri .\·to!>o. Ha sido Ponente eJ
Presidente don Francisco Tomás y Valiente. quien expresa el parecer de
la Sala.

t Antecedentes

1. Por escrito registrado el 1g de mayo de 1988, doña María José
!\liBán VaJcro, Procuradora de Jos Tribunales. imerpone, en nombre y

no habia sido comunicado en tiempo a su representante. En relación con
este proceder es, sin duda, cierto que el arL 49.1 de la L.O.R.E.G .• inciso
último, exige que en el mismo acto de interposición deban presentarse
las alegaciones que se estimen pertinentes, acompañadas de los elemen­
tos de prueba oportunos, y que en el apartado 3 del mismo articulo se
establece que la Sentencia habrá de dictarse en dos días dcwe la
interposición del recurso, Pero de ahí no cabe deducir la interpretación
rigorista seguida por la Sala y, por el contrario, pese al laconismo de este
precepto legal. una interpretación conforme al dcr~cho fundamental a la
tutela judicial, que es sustancialmente un derecho de prestación, exige:
Que, de un lado, cuando sea menester por la naturaleza del asunto, la
Sala recabe de la Junta Electoral correspondiente el en·.... ío del expediente
administrativo, pues, de no ser así, dífkilmente podrá proceder a un
recto enjuiciamiento del mismo; y, de otro, que se conceda un trámite
de audiencia a los interesados, aunque sea por un plazo muy breve,
habida cuanta de la urgencia del procedimiento electoral, para impedir
que se dicte una Sentencia sin audiencia de la parte.

4. Resta únicamente por señalar el alcance de la parte dispositiva
de esta Sentencia. El recurrente solicita en el {/crilum de la demanda que
se proclame en sede constÍlucionalla candidatura excluida como medida
de restablecimiento de los derechos fundamentales transgredidos y toda
vez que en el recurso contencioso presentó cinco candidatos sustit!!tos
de los renunciantes. Sin embargo. no puede acceder a esta pretenSión,
puesto que no consta en la documentación que obra en poder de .este
Tribunal Constitucional, datos suficienles de los que se desprenda SI los
nuevos candidatos presentados para sustituir a los renunciantes reunen
los requisitos y condiciones legalmente exigibJes y permitan, pues,
conceder efccto reparatorio a la subsanación que se intenta; extremo
que, en virtud de lo expuesto, corresponde revisar a la Administración
Electoral y no a este Tribunal.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional rOR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPANOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo promovido por el representante de la candidatura
en Estepona del parudo político (Centro Progresista», y, en consecucn~

cia, reconocer su derecho a que la Junta Electoral de Zona de Marbeila
le conceda un plazo de subsanación ex arto 47.2 de la LO.RE.G.. pua
integrar en numero suficiente la candidatura en su día no proclamada.

Publíquese esta Sentencia en eJ (Boletín Oficial del Estado».

Dada en l\1adrid, a siete de mayo de mil noveóentas noventa y
uno.-Francisco Tomás y VaJiente.-Fernando Garcia~Mon y Gom:álcz
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis Lópcz
Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmado y rubricado.

representación de don Eusebio Goñi Elizalde, recurso de amparo contra
el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 20 de abril de 1988,
recaído en el recurso de casación núm. 61/1988.

2.. Los hechos de los que trae origen la demanda de amparo son,
sucintamente expuestos. Jos que a continuación se relacionan:

a) Con fecha de 27 de octubre de 1987, la entonces Sala de lo Ovil
de Ja Audiencia Territorial de Pamplona dictó Sentencia por la que,
estimando el recurso de apelación núm. 206/1987, formulado por doña
Pílar Mentas drJ Arco, contra la Sentencia del Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Pamplona de 8 de abril de 1987, recaída en el
juicio declarativo de menor cuantía núm. 7ú6j1986M B. declaró no haber
lugar al derecho de acceso a la propiedad ejercitado por el ahora
s.olicitante de amparo.

b) Por escrito presentado el9 de noviembre de 1987, la representa­
ción del actor preparó contra la citada Sentencia recurso de casación,
fundado en error en la apreciación de la prueba (art. 1.692.4:1 de Ja Ley
de Enjuiciamiento Civil) e infracción de Jas normas del ordenamiento
juridico y de la jurisprudcnc:.iaaplicables para .re:s,?lver Jas cU,e~liones
objeto de deb:w.' (art. 1.692.,<1 de la Ley de EnjUICiamiento Ovli).

e) Por preparado el recurso, mediante Auto de la Sala de Jo Civil
de la Audienci<t Territorial de Pamplona de 29 de diciembre de 1987,
fue formalizado por escrito de 9 de febrero de 1988.

d) Pasadas l<ls actuadones al Ministerio FiscaL éste emitió dicta­
men estimando procedente acordar la inadmisión del recurso (<<-oda vez
que en el eSG::o de formalización no se expresan los motivos del
arto 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en que se funda como
previene el art. 1.707 de dicha Ley, por lo que incide en la causa de
inadmislón del núm. 2 del ano 1.710».

,

.'


